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Tensión por reducción de más de $32 mil millones en la cartera: 

Critican baja de recursos para Desarrollo Social, 
pero Gobierno descarta efecto en beneficios 
Medida se realiza en medio de reajustes 
en distintas reparticiones. Ejecutivo 
enfatiza que se trata de ser más eficiente, 

mientras que oposición citará a la ministra 
María Jesús Wulf a la Cámara Baja. 

JUDITH HERRERA C. 
y JUAN PABLO PALACIOS 

En el marco de la estrechez 
fiscal y los recortes que deberán 
asumir los mir :rios, el vier- 
nes se firmó el decreto para re- 
bajar en $32.721 millones el pre- 
supuesto de Desarrollo Social y 
Familia. 

Así, el Servicio Nacional de 
Protección Especializada a la Ni- 
ñez y Adolescencia (ex-Sename) 
registró la mayor baja: $12.748 
millones. La Corporación Na- 
cional de Desarrollo Indígena 
(Conadi) disminuyó en $7.634 
millones. Y también hubo recor- 
tes en el Instituto Nacional de la 
Juventud (Injuv), con$3.859 mi- 
llones, y en la Subsecretaría dela 
Niñez, con $3.359 millones. 

A estos ajustes se sumaron el 
Servicio Nacional de la Discapa- 
cidad (Senadis), con $1.155 mi 
llones menos, y el Servicio Na- 
cional del Adulto Mayor, con 
una baja de $318 millones. 

La medida también alcanza 
iniciativas como el Programa de 
Apoyo al Recién Nacido, que in- 
cluye la entrega de ajuares, que 
se redujo en $1.850 millones. 

Eso sí, el subsecretario de la 
Niñez, Marcelo Sánchez, plan- 
teó que “esto no va a afectar be- 
neficios directos” y que, por 
ejemplo, en el caso de los ajua- 
res, “tenemos stock más que su 
ficiente, dada la baja de natali- 
dad. Y enel caso de los diagnós- 
ticos clínicos, ellos nunca han 
superado el 65% de ejecución 
anual. Por lo tanto, esto es un 
ajuste al presupuesto según la 
demanda. En consecuencia, 
ningún niño vaa dejar derecibir 
estos beneficios”. 

Asimismo, la vocera de Go- 
bierno, Mara Sedini, afirmó que 
“lo que queremos hacer es que 
cada uno de esos programas sea 
más eficiente para que el bene- 

    

     

    

  

Exautoridades y 
expertos ven una 
oportunidad para 
el Ejecutivo en 
estas alertas, que 

incluyen llamado a 
discontinuar Calles 
sin Violencia y 
Política contra el 
Crimen 
Organizado. 
OLIVER RODRÍGUEZ 

Son tres los programas del Mi- 
nisterio de Seguridad respecto de 
los cuales la cartera de Hacienda 
recomendó “descontinuarlos”. Se 
trata del Plan Calles sin Violencia, 
el Programa (Política) contra el 
Crimen Organizado (PNCO) e In- 
novación y Transferencia Técnica 
Territorial. 

En relación con los dos prime- 
ros, Calles sin Violencia fue anun- 
ciado en abril de 2023, mientras 
que la PNCO, en diciembre de 
2022, y constituyen medidas que 
fueron ejes en materia de seguri- 
dadenel gobierno del expresiden- 
te Gabriel Boric. 

Sin embargo, esta no es la pri- 
mera vez que ambas políticas reci- 
ben cuestionamientos provenien- 
tes de otros organismos del Esta- 
do, pues la Dirección de Presu- 
puestos, antes del cambio de 
mando, cuando era dirigida por 
Javiera Martínez (Frente Amplio), 
ya había emitido informes eviden= 
ciando diversas falencias. 

Sobre la primera, cuyo objetivo 
es reducir los índices de homici- 
dios vinculados a criminalidad 
compleja y que contempló asigna- 
ciones de $24 mil y $25 mil millo- 
nes en 2024 y 2025, la Dipres, du- 
rante la administración anterior, 
apuntó que “su limitado diagnós- 
tico y caracterización impacta di- 
rectamente en que el diseño del 
plan quede circunscrito a un nú- 
mero acotado de causas, sin tam- 
poco clarificar la magnitud de su 
efecto en el problema”. 

En tanto, respecto de la Política 
Nacional contra el Crimen Orga- 
nizado, el organismo sostuvo que 

técnicos estruc 
turalesen la constitución de una l 

   

      

Lo que queremos 

hacer es que cada uno de 

esos programas sea más 
eficiente para que el 
beneficio llegue a cada 

una de las personas 
(...). No se cortan los 
beneficios sociales”. 

  

MARA SEDINT 
MINISTRA VOCERA DE GOBIERNO 

ficio llegue a cada una de las 
personas a las que se les prome- 
tió. Voy a insistir, no se cortan 
los beneficios sociales (...). El 
beneficio social no se toca, se 
mejora el sistema”, dijo. 

Citarán a ministra a 
Cámara de Diputados 

Con todo, desde la oposición 
insistieron en las críticas por el 
efecto que tendría en los progra- 
mas sociales. El senador Iván 
Flores (DC) sostuvo que “reba- 
jarle$7 millones al Fondo de Tie    

tras y Aguas de las comunidades 
indígenas es un golpe brutal. 
Quitarle el 35% del presupuesto 
al Injuv es un golpe brutal; o re- 
bajar $1.700 millones a Senadis, 
al 20% de la población chilena 
que tiene una discapacidad, o al 
fondo de Senama”. 

“No me vengan con historias 
de que esto es un problema de 
comunicaciones, Lo están ha- 
ciendo, están desm telando el 
sistema de protección social en 
Chile”, añadió. 

El diputado César Valenzue- 

  

POLÉMICA.— Uno de los puntos que generaron más críticas tras la rebaja a Desarrollo Social es el recorte en el 
Programa de Apoyo al Reción Nacido, que incluye la entrega de ajuares a las familias. 

la (PS) añadió que “dijeron que 
no tocarían programas so( 
les y, sin embargo, hoy nos en- 
teramos de que se van a redu- 
cir los recursos destinados a 
los niños”. 
Apuntó que “el Gobierno va 

a recortar recursos a las institu- 
ciones que se encargan de pro- 
teger a los niños. Es por esto 
que voy a solicitar a la comisión 
de Familia que se cite urgente- 
'mentea la ministra (María Jesús 
Wulf) para que informe detalles 
de esta medida”. 

  

    
Importancia de la 
puesta en práctica 

A juicio de Marcela Vera, eco- 
nomista y docente de la Ú. de 
Santiago, la reducción “es preo- 
cupante, porque no se trata de 
una cartera cualquiera: es el mi- 
nisterio encargado de articular 
políticas orientadas a infancia, 
adolescencia, juventud, discapa- 
cidad, personas mayores, pue- 
blos indígenas y familias en 
tuación de vulnerabilidad”. 

Plantea que “la pregunta cla- 

    

No me vengan con 
historias de que esto es un 

problema de 
comunicaciones. Lo están 

haciendo, están 

desmantelando el 

sistema de protección 

social en Chile”. 

  

IVÁN FLORES 
SENADOR OC. 

ve es cómo se operacionalizará 
el ajuste. En el papel puede de- 
cirse que no se recortan benefi. 
cios, pero en la práctica los efec- 
tos pueden aparecer en tiempc 
de entrega, disponibilidad terri- 
torial, reposición de stock, conti- 
nuidad de equipos, capacidad de 
respuesta regional o reducción 
de apoyos complementarios”. 

En tanto, para el director del 
Centro de Políticas Públicas de la 
U. del Desarrollo, Gonzalo Múller, 
“en este tipo de medidas se debe 
ser muy cuidadoso respecto de la 
información y cómo se entrega”. 

Enfatiza que lo que se está 
buscando “son mejoras para ha- 
cer el gasto más eficiente. Esto, 
producto de que como son pro- 
gramas que se mantienen en el 
tiempo, muchas veces no se ade- 
cuan a los cambios y hay presu- 
puestos que, incluso, han pasa- 
do años sin ejecutarse”. 

   

  

Otra controversia por el oficio de Hacienda sobre rebajas de programas: Quiroz 
dice que “no se va a tocar ningún beneficio” de la Pensión Garantizada Universal 
En los anexos del oficio del Ministerio de afirmó: "Nosotros no vamos a recortar 

Hacienda para el diseño de la Ley de Pre- 
supuestos 2027, se recomendó a la carte- 
ra de Trabajo una rebaja presupuestaria 
en la Pensión Garantizada Universal (PGU) 
y en una serie de otras pensiones, bonos y 
subsidios, 

Al igual como sucedió con el programa de 
alimentación de la Junaeb, la recomenda- 
ción de recortar la PGU desató duras cri 

. En ese sector 
se recuerda que el Presidente José Antonio 
Kast durante la campaña electoral de 2025 

cas por parte de la oposici 
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ningún beneficio social que hoy día exista”. 
El exministro de Hacienda Mario Marcel 

cuestionó el contenido del oficio en esta 
dirección. "Si hay una ley que dice que hay 
un conjunto de personas que tienen derecho 
ala PGU, que la PGU tiene un valor deter- 
minado, entonces no se entiende cómo eso 
se podría reducir en un 15%, como se señala 
enla instrucción”, expresó 

Ante el revuelo generado, ayer el minis- 
tro de Hacienda, Jorge Quiroz, salió a 
aclarar el alcance de la sugerencia que 
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ne en el oficio enviado por su cartera. 
'Quiero decir con todas sus letras, y esto 

no solo para la PGU, sino para todo tipo de 
programas, aquí no se va a tocar ni Jn 

  

beneficio social de la población. Ninguno, en 
absoluto”, dijo. 

Quiroz explicó que las sugerencias apunta- 
ban a mejorar el uso de los recursos públicos, 
señalando que "lo único que estamos haci 

  

do, en todos los casos, es buscar eficiencia y 
también prevenir lo que ustedes ya conocen 
como el fraude social o el mal gasto”. 

El ministro luego enfatizó que cualquier 

VAS EN 

revisión no afectará a quienes reciben el 
beneficio previsional conforme a la norma- 
tiva vigente. “Quiero volver a decir que las 
personas que tienen el beneficio de la PGU 
obtenido como corresponde a ley no se les 
va a afectar en absoluto”, concluyó. 

El titular del Trabajo, Tomás Rau, tam- 
bién desestimó que se vaya a recortar el 
beneficio de la PGU. Pero precisó que "si 
encontramos, por ejemplo, que hay un 
grupo de beneficiarios que no cumplen los 
requisitos, a esas personas tú síle puedes 
interrumpir el beneficio”. 

LIC ON 

ARMBINEROS 
We CNE 

nea base robusta de capacidades, 
la ausencia de un diagnóstico ac- 
tualizado e integral, la falta de me- 
todologías estandarizadas para la 
identificación de brechas operati- 
vas en las instituciones beneficia- 
rias y en la medición de impacto”. 

Ausencia de “sesgo” y 
presencia de “problema de 
diseño” 

Envista dela “doble alerta” des 
de Hacienda a estos planes, el ex- 
ministro del Interior Jorge Burgos 
sostiene que “el Ministerio de Se- 
guridad debería evaluar una refor- 
mulación. La crítica estructural 

que proviene del Ministerio de 
Hacienda, por dos 
administraciones 
distintas, 

      

co y no descansa en 
La Política contra el Crimen 
Organizado fue presentada 

ción pública sólida que hasta aho- 
ra el ministerio no ha entregado”. 
Y detalla que una reformulación 
debería ir en tres sentidos: “Cons- 
truiruna línea base real de indica- 
dores; clarificar la relación opera- 
tiva entre Calles sin Violencia y la 
PNCO, que hoy apares 
paralelas sin articulació 
establecer metodologías que per- 
mitan medir impacto, no solo re- 
gistrar tendencias”. 

Por su parte, la investigadora 
del Centro de Estudios en Seguri- 
dad y Crimen Organizado de la 
USS, Camila Astrain, sostiene que 
ambas políticas fueron clasificadas 
con “bajo desempeño” por parte 

dela Dipres, y que 
“si bien hay quie- 
nes consideren 
que estos resulta- 
dos son motivo 

   

     

    

el solo objetivo de — en diciembre de 2022, y el — suficiente para ter- 
bajar el gasto. Que — plan Calles sin violencia, en — minar una política 
la propia Dipres del abril de 2023. pública, hay otros 
gobierno anterior 
—conducida por 
Javiera Martínez, del Frente Am- 
plio— haya levantado los mismos 
reparos le quita cualquier sesgo 
político a la observación y la insta- 
la como un problema de 

Así, sostiene que mantener 
ambos programas sin reformula- 

¡ón “tras dos ciclos de críti 
técnicas exige una argumenta- 

    

que valoramos los 
procesos de eva- 

luación porque permiten detectar 
oportunidades de mejoras”. 

Así, agrega que lo esperable es 
que el Ministerio de Seguridad 
realice un rediseño que aborde las 
debilidades detectadas, entre las 
que se destacan: “Fortalecer el 
diagnóstico y la caracterización 
del fenómeno criminal; mejorar la 

  

DE CHILE 

articulación operativa entre com- 
ponentes y actores involucrados y 
construir Imeas de base robustas 
que permitan definir metodol 
gías claras de seguimiento y medi- 
ción de impacto”. 

    

  

¿Versiones 2.0 o nuevas 
iniciativas? 

En paralelo, los consultados ad- 
vierten que esta podría conside- 
rarse como una “oportunidad” 
para el Ejecutivo. 

Asíloseñala, por ejemplo, elex- 
fiscal jefe de La Serena Marcelo 
Sanfeliú, quien dice que, a partir 
de los reportes de Hacienda, “el 
Ministerio de Seguridad y la mi- 
nistra Steinert tienen una gran 
oportunidad y el desafío de gene- 
rar políticas reales de prevención 
de delitos y sobre todo los que más 
preocupan a la ciudadanía y que 
eso se ha reflejado en todas las en- 
cuestas hace años, que tiene que 
ver con delitos violentos, homici- 
dios, secuestros, violaciones, y cri- 
men organizado”. 

Astrain, por su parte, acota que 
“Ja reformulación del Plan Calle 
Sin violencia y del Plan Nacional 
contra el Crimen Organizado 
puede ser, efectivamente, una 
oportunidad para avanzar hacia 
una versión 2.0 que realice cam- 

s en sus componentes, aci 
dades y recursos asociados. Sin 

  

  

    

IETENTE! 
a reformular” planes 

de seguridad de 
administración 

anterior, tras doble 
reproche de Hacienda 

  

embargo, esto requiere que los 
cambios no solo sean nominales, 
sino que respondan a los ajustes 
sugeridos por Dipres y velen por 
la consistencia entre problema 
detectado y solución propuesta”. 

Mientras que Burgos sostiene 
que podría considerarse una 
oportunidad, enla medida en que 
existan reestructuraciones estu- 
diadas y no sea solo una salida del 

   

problema político, señalando que 
el presupuesto asignado es signi- 
ficativo y justifica exigir resulta- 
dos medibles. “Si el ministerio 
anuncia versiones reformuladas, 
el estándar mínimo debería ser: 
diagnóstico terri 
do, indicadores de resultado y 
mecanismo de evaluación inde 
pendiente. Sin eso, un 2.0 sería 
solo cosmético”, plantea. 
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